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TEMA:  La pérdida de competencia por vencimiento del término para tramitar 

la primera instancia, no puede ser de aplicación objetiva y automática, debe 

tenerse en cuenta las circunstancias particulares del Juzgado que ha tramitado el 

proceso y los inconvenientes que se han presentado para el adelantamiento de 

éste. DIRIME CONFLICTO. 

  

 

Procede este Despacho a pronunciarse frente al asunto de la referencia, en los 

siguientes términos: 

 

  

1.0.  A N T E C E D E N T E S.  
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Mediante auto del tres de diciembre de 2021 (16 Auto Remite por Competencia 

art 121/01PrimeraInstancia), el JUZGADO VEINTIUNO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE MEDELLÍN, resolvió declarar la perdida de competencia para 

continuar con el conocimiento del presente proceso, por haberse vencido el 

término de seis (6) meses, que contempla el artículo 121 del Código General 

Proceso, para resolver los asuntos en segunda instancia, y ordenó remitirlo, al 

JUZGADO VEINTIDÓS CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE 

MEDELLÍN, para lo de su competencia, conforme lo solicitado por la parte 

demandante (15 Solicitud de Pérdida de Competencia/01PrimeraInstancia). 

 

Recibido el presente expediente por este último despacho judicial, el 19 de 

enero de 2022 (19Constancia Recibido Jdo 22/01PrimeraInstancia), en 

proveído del ocho de marzo del mismo año, resolvió proponer el conflicto 

negativo de competencia, acogiendo la postura de interpretación del artículo 

121 del Código General del Proceso, que plantea que no basta sólo con verificar 

el cumplimiento objetivo establecido en dicha preceptiva para definir los 

asuntos en primera y segunda instancia, para que se configure la perdida de 

competencia, sino que además, es necesario verificar, en cada caso concreto, las 

razones del incumplimiento del plazo. 

 

Seguidamente expuso, que en el sub judice, el funcionario que declaró la falta 

de competencia, no había hecho uso dela prórroga que contempla la misma 

norma, ni tuvo en consideración aspectos que pudieron retardar la resolución 

del asunto, tales como la declaratoria de emergencia sanitaria con ocasión de la 

Pandemia por el Covid-19; la implementación de la virtualidad como medida 

para implementar el uso de las tecnologías de la información y las 

comunicaciones de las actuaciones judiciales para el impulso de los procesos, 
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lo que implicó la digitalización de todos los expedientes; cantidad de procesos 

a cargo; resolución de recursos, trámite de tutelas, y celebración de audiencias, 

entre otros. 

 

Por tanto, consideró que no podía avalarse que el solo transcurso del tiempo de 

forma puramente objetiva conllevara a la declaratoria de la pérdida de la 

competencia, porque desnaturalizaba esta figura y solo se generaría el traslado 

de la congestión de un despacho judicial a otro, sin garantizarse la efectividad 

de los derechos sustanciales que era la finalidad de lo establecido en la norma. 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

2.1. DE LA COMPETENCIA. 

 

 

Según lo indicara el emérito profesor HERNANDO DEVIS ECHANDÍA: 

 
“Si bien la jurisdicción, como facultad de administrar justicia, incumbe a 

todos los jueces y magistrados, es indispensable reglamentar su ejercicio 

para distribuirla, en cada rama jurisdiccional, entre los diversos jueces. Y 

es ésta la función que desempeña la competencia” 

 

“La competencia es, por lo tanto, la facultad que cada juez o magistrado 

de una rama jurisdiccional tiene, para ejercer la jurisdicción en 

determinados asuntos y dentro de cierto territorio”. 

 

“La jurisdicción es el género y la competencia es la especie, ya que por 

ésta se le otorga a cada juez el poder de conocer de determinada porción 
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de asuntos, mientras que la jurisdicción corresponde a todos los jueces de 

la respectiva rama, en conjunto, y comprende todos los asuntos adscritos 

a ésta (civiles, penales, laborales, contencioso administrativos, fiscales, 

militares, eclesiásticos, respectivamente). Entre ellas hay una diferencia 

cuantitativa y no cualitativa” 

 

“Por eso podemos considerar la competencia desde un doble aspecto: el 

objetivo, como el conjunto de asuntos o causas en que, con arreglo a la 

ley, puede el juez ejercer su jurisdicción; y el subjetivo, como la facultad 

conferida a cada juez para ejercer la jurisdicción dentro de los límites en 

que le es atribuida. …”. 

 

“En otras palabras, un juez es competente para un asunto, cuando le 

corresponde a su conocimiento con prescindencia de los demás que 

ejercen igual jurisdicción, en el mismo territorio o en territorio distinto”1  

  

 

Para la determinación de la competencia nuestro legislador estableció varios 

factores que le permiten a quien pretende acudir a la jurisdicción para instaurar 

determinada demanda, con el fin de que éste tenga conocimiento sobre el juez 

a quien debe dirigirla, procurando de esta manera la debida distribución de las 

funciones entre los operadores jurídicos y el conocimiento anticipado de las 

partes, del lugar o lugares dónde han de debatirse las controversias que puedan 

surtir entre ellas. 

 

Ahora, es posible que el actor presente la demanda ante un juez que estime no 

ser el competente, lo que indefectiblemente no radica la competencia en el 

mismo, pues de conformidad con el artículo 90 del Código General del Proceso, 

éste debe examinar si es competente para conocer del asunto que se plantea, 

 
1 Compendio de Derecho Procesal. Teoría General del Proceso. Tomo I. Decimocuarta edición. 1996, Editorial 

ABC, Bogotá. Pág. 133. 
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antes de admitir la demanda o librar mandamiento ejecutivo, según sea el caso, 

en caso de estimar no serlo, deberá declararse incompetente, y remitirlo al 

funcionario que estime es quien debe avocar su conocimiento. 

 

Sin embargo, como es factible que se presenten discordias con relación al 

operador jurídico que debe asumir el conocimiento de un asunto, ya sea porque 

el actor dirija la demanda respecto de quien estime no es competente, porque a 

quien se le remita por quien se rehusó a avocar inicialmente un asunto, también 

decline de conocerlo, o porque quien asumió el conocimiento en principio, se 

declare posteriormente incompetente; el legislador reguló en el precepto 139 

ibídem, la forma como debe ser planteado dicho conflicto negativo, el 

funcionario a quien corresponde dirimirlo y el trámite que ha de impartírsele al 

mismo. 

 

 

2.2. DE LA PÉRDIDA DE LA COMPETENCIA. 

 

 

Además de los factores contemplados por el legislador para establecer la 

competencia de un funcionario específico para conocer de un asunto 

determinado, también reguló la posibilidad de que una vez asumida la 

competencia por el operador jurídico respectivo, ésta pueda perderla si deja 

precluir el término que legalmente se le concede para resolver la instancia.   

 

Establece el precepto 121 del Código General del Proceso: 

 

“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá 

transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera 

o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio 
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de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada. 

Del mismo modo, el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá ser 

superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del expediente 

en la secretaría del juzgado o tribunal. 

 

Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin haberse 

dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá 

automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al 

día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo 

Superior de la Judicatura y remitir el expediente al juez o magistrado que 

le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la providencia 

dentro del término máximo de seis (6) meses. La remisión del expediente 

se hará directamente, sin necesidad de reparto ni participación de las 

oficinas de apoyo judicial. El juez o magistrado que recibe el proceso 

deberá informar a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura sobre la recepción del expediente y la emisión de la sentencia.2 

 

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, por razones 

de congestión, podrá previamente indicar a los jueces de determinados 

municipios o circuitos judiciales que la remisión de expedientes deba 

efectuarse al propio Consejo Superior de la Judicatura, o a un juez 

determinado. 

 

Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y especialidad, 

el proceso pasará al juez que designe la sala de gobierno del tribunal 

superior respectivo. 

 

Excepcionalmente el juez o magistrado podrá prorrogar por una sola vez 

el término para resolver la instancia respectiva, hasta por seis (6) meses 

más, con explicación de la necesidad de hacerlo, mediante auto que no 

admite recurso. 

 

Será nula [de pleno derecho] la actuación posterior que realice el juez que 

haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia.3 

 

Para la observancia de los términos señalados en el presente artículo, el 

juez o magistrado ejercerá los poderes de ordenación e instrucción, 

disciplinarios y correccionales establecidos en la ley. 

 
2 Inciso declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-

443-19 de 25 de septiembre de 2019, Magistrado Ponente Dr. LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, 'en 

el sentido de que la pérdida de competencia del funcionario judicial correspondiente sólo ocurre previa 

solicitud de parte, sin perjuicio de su deber de informar al Consejo Superior de la Judicatura al día siguiente 

del término para fallar, sobre la circunstancia de haber transcurrido dicho término sin que se haya proferido 

sentencia'. 
3 Aparte entre corchetes [de pleno derecho] declarado INEXEQUIBLE, y CONDICIONALMENTE 

EXEQUIBLE el resto de este inciso, 'en el entendido de que la nulidad allí prevista debe ser alegada antes de 

proferirse la sentencia, y de que es saneable en los términos de los artículos 132 y subsiguientes del Código 

General del Proceso' por la Corte Constitucional mediante en la misma sentencia. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-443_2019.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c-443_2019.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr003.html#132
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El vencimiento de los términos a que se refiere este artículo, deberá ser 

tenido en cuenta como criterio obligatorio de calificación de desempeño 

de los distintos funcionarios judiciales.4 

 

PARÁGRAFO. Lo previsto en este artículo también se aplicará a las 

autoridades administrativas cuando ejerzan funciones jurisdiccionales. 

Cuando la autoridad administrativa pierda competencia, deberá remitirlo 

inmediatamente a la autoridad judicial desplazada.” 

 

En cuanto a la declaratoria de INEXEQUIBILIDAD de la expresión “de pleno 

derecho” contenida en el inciso 6° de la preceptiva que viene de trascribirse, la 

Corte Constitucional expuso como argumentos de su decisión, el que la misma 

desconocía principios constitucionales, tales como, la resolución oportuna de 

las controversias judiciales, la eficiencia en las funciones estatales, la 

prevalencia del derecho sustancial, y el derecho de acceso a la administración 

de justicia, por las siguientes razones: 

 

“(i) la medida se opone al régimen general de las nulidades procesales, 

que fue concebido con el objetivo de promover la celeridad en los trámites 

judiciales; (ii) el efecto jurídico de la norma no es la simplificación del 

proceso sino, al contrario, la apertura de un nuevo debate sobre la validez 

de las decisiones y actuaciones adelantadas por el juez que ha perdido la 

competencia, debate que incluso puede llegar al escenario de la acción de 

tutela, y en todo caso obliga a repetir las actuaciones adelantadas 

previamente, a resolver de nuevo lo ya decidido, y a asignar a un nuevo 

juez el proceso judicial, funcionario que, sin embargo, no se encuentra 

sometido a la figura de la pérdida automática de la competencia y quien, 

por tanto, priorizará los casos en los que detenta la competencia de 

manera originaria; (iii) aunque la disposición pretende motivar a los 

operadores de justicia para que actúen diligentemente, la consecución de 

este objetivo, especialmente en el escenario de la oralidad, requiere de 

otras condiciones y presupuestos que van más allá de la mera buena 

disposición, motivación o diligencia, y que se relacionan, por ejemplo, con 

la organización y el funcionamiento del sistema judicial para que la oferta 

 
4  Inciso declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, en sentencia ya referenciada, 'en el sentido de que 

el vencimiento de los plazos contemplados en dicho precepto no implica una descalificación automática en la 

evaluación de desempeño de los funcionarios judiciales'. 
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de servicios judiciales sea consistente con la demanda de los mismos, con 

la implementación de modelos de gestión administrativa que garanticen la 

eficiencia en la función jurisdiccional, y con la asignación de una carga 

razonable de trabajo que permita adelantar las audiencias de ley en los 

términos legales; asimismo, la oportunidad de la justicia depende de la 

naturaleza de la controversia y de las dinámicas que se surten en su 

interior, y cuyo control no está siempre al alcance de los jueces, pues 

eventualidades como la dificultad en la práctica de ciertas pruebas 

periciales, la complejidad del debate jurídico o la inasistencia justificada 

a las audiencias por alguna de las partes, son variables que 

necesariamente inciden en la duración de los trámites judiciales.” 

 

Por tanto, expuso que era necesario examinar las condiciones particulares de 

cada caso, para efectos de establecer si existían circunstancias que habían 

impedido cumplir con el término legalmente establecido, pues si bien el mismo 

había sido introducido en las disposiciones normativas procesales por el 

legislador con el propósito de que los asuntos se resolvieran de manera expedita, 

también debía considerarse que el mismo no podía aplicarse de manera objetiva 

para todos los casos, y que la pérdida de competencia una vez fenecido el 

mismo, por parte del funcionario que no lo había cumplido, en forma 

automática, no estaba acorde con los fines que se pretendían obtener. 

 

En armonía con dicha posición, la Corte Constitucional en la Sentencia T-186 

de 2017, proferida el 28 de marzo del 2017, con ponencia de la DRA. MARÍA 

VICTORIA CALLE CORREA, en la que confirmó la sentencia proferida por 

la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que a su vez revocó la sentencia 

STC12151-2016 de agosto 31 de 2016, proferida por la Sala Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, dentro de la acción constitucional incoada por EDGAR 

AUGUSTO DÍAZ SILVA en contra de este Despacho, radicada bajo el número 

11001-02-03-000-2016-02412-00, se expuso: 
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“En síntesis, la mora judicial injustificada objeto de reproche 

constitucional parte del supuesto de que no todo incumplimiento de los 

términos procesales lesiona los derechos fundamentales, pues para que 

ello ocurra se requiere verificar la superación del plazo razonable y la 

inexistencia de un motivo válido que lo justifique. Este análisis se 

adelanta teniendo en cuenta (i) la complejidad del caso, (ii) la conducta 

procesal de las partes, (iii) la valoración global del procedimiento y (iv) 

los intereses que se debaten en el trámite.  (Resalto propio). 

“… …” 

 

15.6. De esta manera, el estudio del fenómeno de la mora judicial en la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional, teniendo en cuenta, además, la 

realidad judicial del país, pretende lograr un equilibrio garante de los 

valores, principios y derechos involucrados, en el que la diligencia del 

funcionario en el cumplimiento de sus deberes no implique el sacrificio de 

la celeridad y oportunidad de la justicia en los casos con mayor relevancia 

constitucional, viabilizando la posibilidad de que en estos casos también 

pueda efectuarse una intervención por parte del juez de tutela.” 

 

Significa lo anterior, que para efectos de establecer la viabilidad de despojarse 

de la competencia de un asunto, por haberse superado los términos establecidos 

en el artículo 121 del Código General del Proceso, no basta con contabilizar de 

manera objetiva el mismo, sino que deben examinarse las circunstancias que 

contribuyeron a la desatención de dicho plazo, tanto las comunes para todos los 

asuntos a cargo del respectivo funcionario (carga laboral, falta de personal, 

deficiencia en las herramientas de trabajo, etc.), como las particulares con 

relación a esa controversia de manera específica (complejidad, voluminosidad, 

tema transcendental, entre otros). 
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2.2. DE LA ORALIDAD EN EL TRÁMITE JUDICIAL. 

 

 

La oralidad fue introducida en la administración de justicia como principio, en 

el artículo primero de la Ley 1285 de 2009, al modificar el artículo cuarto de la 

Ley 270 de 1996: 

 

“Artículo 4°. Celeridad y Oralidad. La administración de justicia debe ser 

pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se 

sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y 

de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su 

violación injustificada constituye causal de mala conducta, sin perjuicio 

de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto 

de los titulares de la función disciplinaria. 

 

Las actuaciones que se realicen en los procesos judiciales deberán ser 

orales con las excepciones que establezca la ley. Esta adoptará nuevos 

estatutos procesales con diligencias orales y por audiencias, en procura 

de la unificación de los procedimientos judiciales, y tendrá en cuenta los 

nuevos avances tecnológicos. 

 

Parágrafo transitorio. Autorízase al Gobierno Nacional para que durante 

los próximos cuatro años incluya en el presupuesto de rentas y gastos una 

partida equivalente hasta el 0.5% del Producto Interno Bruto de acuerdo 

con las disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano 

Plazo y el Marco de Gastos, para desarrollar gradualmente la oralidad en 

todos los procesos judiciales que determine la ley y para la ejecución de 

los planes de descongestión”. 

 

Realizando el examen de constitucionalidad de la referida norma, indicó la 

Corte Constitucional en la sentencia C-713 de julio 15 de 2008: 

 

“En la sentencia C-037 de 1996, al pronunciarse acerca de la 

constitucionalidad de la disposición contenida en el artículo 4º. de la Ley 

270 de 1996, esta Corporación calificó como parte integrante del derecho 

al debido proceso y de acceder a la administración de justicia, el “derecho 

fundamental de las personas a tener un proceso ágil y sin retrasos 

indebidos”. Sin embargo, aclaró que la labor del juez no puede 

circunscribirse únicamente a la observancia de los términos procesales, 
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dejando de lado el deber esencial de administrar justicia en forma 

independiente, autónoma e imparcial. Es, pues, en el fallo en el que se 

plasma en toda su intensidad la pronta y cumplida justicia, como 

conclusión de todo un proceso, donde el acatamiento de las formas y los 

términos, así como la celeridad en el desarrollo del litigio, permitirán a 

las partes involucradas, a la sociedad y al Estado tener la certeza de que 

la justicia se ha administrado debidamente como fundamento real del 

Estado social de derecho. Al respecto expresó:  

 

“Como se anotó anteriormente, el derecho fundamental de acceder a la 

administración de justicia implica necesariamente que el juez resuelva en 

forma imparcial, efectiva y prudente las diversas situaciones que las 

personas someten a su conocimiento. Para lograr lo anterior, es requisito 

indispensable que el juez propugne la vigencia del principio de la 

seguridad jurídica, es decir, que asuma el compromiso de resolver en 

forma diligente y oportuna los conflictos a él sometidos dentro de los 

plazos que define el legislador. Por ello, esta Corporación ha calificado, 

como parte integrante del derecho al debido proceso y de acceder a la 

administración de justicia, el “derecho fundamental de las personas a tener 

un proceso ágil y sin retrasos indebidos”5. Lo anterior, por lo demás, 

resulta especialmente aplicable para el caso de los procesos penales, pues, 

como la Corte señaló: “Ni el procesado tiene el deber constitucional de 

esperar indefinidamente que el Estado profiera una sentencia condenatoria 

o absolutoria, ni la sociedad puede esperar por siempre el señalamiento de 

los autores o de los inocentes de los delitos que crean zozobra en la 

comunidad”6. 

 

A lo anterior, cabe agregar que la labor del juez no puede jamás 

circunscribirse únicamente a la sola observancia de los términos 

procesales, dejando de lado el deber esencial de administrar justicia en 

forma independiente, autónoma e imparcial. Es, pues, en el fallo en el que 

se plasma en toda su intensidad la pronta y cumplida justicia, como 

conclusión de todo un proceso, donde el acatamiento de las formas y los 

términos, así como la celeridad en el desarrollo del litigio judicial 

permitirán a las partes involucradas, a la sociedad y al Estado tener la 

certeza de que la justicia se ha administrado debidamente y es fundamento 

real del Estado social de derecho. 

 

Consecuencia de los argumentos precedentes, fue la consagración en el 

artículo 228 superior del deber del juez de observar con diligencia los 

términos procesales y, principalmente, de sancionar su incumplimiento. 

Por ello, la norma bajo examen establece que de darse esta situación, el 

respectivo funcionario podrá ser sancionado con causal de mala conducta. 

La Corte se aparta así de las intervenciones que cuestionan este precepto, 

 
5 Corte Constitucional. Sentencia No. T-006/92, citada. 
6 Corte Constitucional. Sala de Revisión No. 7. Sentencia No. T-450 del 12 de octubre de 1993. Magistrado 

Ponente: Alejandro Martínez Caballero. 
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pues, como se vio, él contiene pleno respaldo constitucional. Sin embargo, 

debe advertirse que la sanción al funcionario judicial que entre en mora 

respecto del cumplimiento de sus obligaciones procesales, es asunto que 

debe ser analizado con sumo cuidado. En efecto, el responsable de evaluar 

la situación deberá estimar si dicho funcionario ha actuado en forma 

negligente o si, por el contrario, su tardanza se encuentra inmersa dentro 

de alguna de las causales de justificación de responsabilidad, tales como 

la fuerza mayor, el caso fortuito, la culpa del tercero o cualquier otra 

circunstancia objetiva y razonable”7.  

 

Así, los postulados de una justicia pronta, cumplida y eficaz en la solución 

de fondo de todos los asuntos que se someten a su conocimiento, armonizan 

con la Constitución en cuanto se orientan a hacer efectivo el derecho de 

acceso a la administración de justicia, al punto que dispone que los 

términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte 

de los funcionarios judiciales. 

 

Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que, como lo ha considerado esta 

Corporación, “la eficacia de la justicia no debe ser entendida únicamente 

como la capacidad de los operadores judiciales de producir un alto 

volumen de decisiones finales en los procesos que tramitan, que es sin 

lugar a dudas un aspecto importante, sino que es necesario tomar en 

consideración también otros elementos, y en particular evaluar la aptitud 

del aparato judicial para efectivamente amparar los derechos y deberes 

que están involucrados en una demanda de justicia de parte de los 

ciudadanos. Así, el desistimiento tácito puede aumentar la eficacia de los 

jueces para decidir rápidamente estos procesos pero, en muchos casos, 

disminuye la protección real a las víctimas de la violencia doméstica, con 

lo cual erosiona la capacidad de la justicia de amparar los derechos 

fundamentales  de las personas”8.  

 

Las condiciones de celeridad, prontitud y eficacia de la administración de 

justicia, para todos los procesos que se sometan a su consideración, se 

fortalecen con la consagración, como causal de mala conducta, de la 

violación injustificada de los términos procesales, sin perjuicio de las 

acciones penales a que haya lugar. Medida igualmente  aplicable a quienes 

son titulares de la función disciplinaria, que resulta plenamente justificada 

y conforme a la Constitución en razón de los derechos fundamentales que 

se encuentran involucrados. Esta circunstancia hace constitucionalmente 

legítimo que quienes tienen a cargo dicho ejercicio, asuman el compromiso 

de resolver los asuntos de naturaleza disciplinaria en forma igualmente 

pronta, cumplida y eficaz.   

 

 
7 Sentencia C- 037 de 2006, MP. Vladimiro Naranjo Mesa. 
8 Sentencia C-273 de 1998 
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Con todo, debe advertirse que la sanción al funcionario judicial que por 

alguna razón esté incurso en mora en el cumplimiento de sus obligaciones 

procesales, es asunto que debe ser analizado con sumo cuidado. En efecto, 

ante una situación excepcional de esta índole, el encargado de evaluar la 

situación deberá valorar si el funcionario ha actuado en forma negligente 

o con grave menoscabo de sus deberes, o si, por el contrario, su tardanza 

se encuentra inmersa dentro de alguna de las causales de justificación 

tales como la fuerza mayor, el caso fortuito, la culpa del tercero o 

cualquier otra circunstancia objetiva y razonable que, bajo circunstancias 

excepcionales puedan configurar una causal eximente de responsabilidad.  

 

2.- Otra innovación en el artículo modificado es la implantación de la 

oralidad como un mecanismo para el logro de una justicia pronta y eficaz. 

Dicha disposición consagra el principio general, consistente en que las 

actuaciones que se realicen en los procesos judiciales deberán ser orales, 

y excepcional otra forma para su trámite, siempre de conformidad con la 

ley. 

 

Oralidad en las actuaciones judiciales que no contraviene la Constitución, 

pues con ella se pretende propiciar condiciones indispensables para 

imprimir celeridad al trámite de las actuaciones propias de los diferentes 

procesos, con miras a superar la congestión judicial que constituye uno de 

los más graves problemas de la administración de justicia, y garantizar 

con ello la protección y efectividad de los derechos de los asociados, en 

cuanto concierne a la convivencia social, al orden justo y mas 

específicamente al acceso a la administración de justicia, consagrado 

como derecho fundamental en el artículo 229 Superior. 

 

La implementación de la oralidad constituye un mecanismo 

razonablemente encaminado al logro de la pretendida celeridad en la 

administración de justicia, favoreciendo la inmediación, acercando el juez 

a las partes y generando condiciones que propicien la simplificación de los 

procedimientos, razones todas estas que avalan la constitucionalidad de la 

reforma en este aspecto puntual. Además, pone en evidencia la necesidad 

de adoptar nuevos estatutos legales para ajustar los actuales, que 

consagran procedimientos prevalentemente escritos, para señalar la forma 

como habrán de llevarse a cabo, en cada especialidad, las audiencias y 

demás diligencias dentro de un nuevo esquema, según se prevé en el 

segundo inciso del artículo primero.”  

 

De conformidad con las anteriores consideraciones, nuestro máximo órgano 

constitucional, precisó que para efectos de hacer de la oralidad la norma general, 

debía primero adelantarse un plan de nacional de descongestión, elaborarse un 
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programa para planear, implementar y echar andar la oralidad y contarse con el 

presupuesto necesario para que ella fuera efectiva, todo dentro de un criterio de 

gradualidad. 

 

Así expresamente lo consagró el artículo 63 de la Ley 270 de 1996, modificado 

por el artículo 15 de la Ley 1285 de 2009: 

 

“Artículo 63. Plan y Medidas de Descongestión. Habrá un plan nacional 

de descongestión que será concertado con la Sala Administrativa del 

Consejo Superior de la Judicatura, según correspondiere. En dicho plan 

se definirán los objetivos, los indicadores de congestión, las estrategias, 

términos y los mecanismos de evaluación de la aplicación de las medidas. 

 

Corresponderá a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura ejecutar el plan nacional de descongestión y adoptar las 

medidas pertinentes, entre ellas las siguientes: 

 

A. El Consejo Superior de la Judicatura, respetando la especialidad 

funcional y la competencia territorial podrá redistribuir los asuntos que 

los Tribunales y Juzgados tengan para fallo asignándolos a despachos de 

la misma jerarquía que tengan una carga laboral que, a juicio de la misma 

Sala, lo permita. 

 

B. La Sala Administrativa creará los cargos de jueces y magistrados de 

apoyo itinerantes en cada jurisdicción para atender las mayores cargas 

por congestión en los despachos. Dichos jueces tendrán competencia para 

tramitar y sustanciar los procesos dentro de los despachos ya establecidos, 

asumiendo cualquiera de las responsabilidades previstas en el artículo 37 

del C. P. C., con salvedad de dictar sentencia; los procesos y funciones 

serán las que se señalen expresamente. 
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C. Salvo en materia penal, seleccionar los procesos cuyas pruebas, incluso 

inspecciones, puedan ser practicadas mediante comisión conferida por el 

juez de conocimiento, y determinar los jueces que deban trasladarse fuera 

del lugar de su sede para instruir y practicar pruebas en proceso que estén 

conociendo otros jueces. 

 

D. De manera excepcional, crear con carácter transitorio cargos de jueces 

o magistrados sustanciadores de acuerdo con la ley de presupuesto. 

 

E. Vincular de manera transitoria a empleados judiciales encargados de 

realizar funciones administrativas que se definan en el plan de 

descongestión de una jurisdicción, de un distrito judicial, o de despachos 

judiciales específicos, y  

 

F. Contratar a término fijo, profesionales expertos y de personal auxiliar 

para cumplir las funciones de apoyo que se fijen en el plan de 

descongestión”. 

 

Planteada la oralidad como norma general e iniciados los programas de 

descongestión para poderle dar paso a la misma, ésta se consagró como un 

sistema inicialmente en la Ley 1395 de 2010 y posteriormente en el Código 

General del Proceso, Ley 1564 de 2012. En ambas, se confirió al Consejo 

Superior de la Judicatura, la potestad de implementarla siempre respetando el 

criterio de la gradualidad. 

 

En desarrollo de tal facultad, la SALA ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO 

SUPERIOR DE LA JUDICATURA, mediante el Acuerdo PSAA13-10071 de 

diciembre 27 de 2013, luego de considerar:  
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“Que el legislador ha venido incorporando el proceso oral y por 

audiencias de manera progresiva, en primer lugar, a través de la Ley 1395 

de 2010, y posteriormente mediante el Código General del Proceso cuyo 

alcance es más integral y definitivo. En tal sentido, la gradualidad no sólo 

se expresa en la incorporación territorial en el ámbito de aplicación de la 

Ley, sino en el mismo diseño procesal expresado en una primera etapa, 

transicional si se quiere, expresada en la Ley 1395, y en una segunda 

etapa, definitiva o permanente, reflejada en el Código General del 

Proceso”. 

 

Resolvió implementar a partir del 30 de abril de 2014, en el Distrito Judicial de 

Medellín, entre otros, el sistema procesal oral (Aplicación de la Ley 1395/10). 

 

El 28 de mayo de 2014, mediante Acuerdo PSAA14-10155, la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, decidió SUSPENDER 

LA IMPLEMENTACIÓN DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO, hasta 

que el Gobierno Nacional apropiara los recursos indispensables. 

 

Finalmente, el uno de octubre de 2015, a través del Acuerdo PSAA15-10392, 

LA SALA ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA 

JUDICATURA, determinó: 

 

“El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos 

judiciales del país el día 1° de enero de 2016, íntegramente”  

 

 

3.0.  C A S O   C O N C R E T O. 
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En el sub judice, tenemos que el JUZGADO VEINTIUNO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE MEDELLÍN, declaró haber perdido la competencia que 

inicialmente había asumido respecto del presente asunto, como funcionario de 

segundo grado, por haberse vencido el término de seis (6) meses, contados a 

partir de la recepción del expediente en la Secretaría del despacho, que 

contempla el inciso 1° del artículo 121 del Código General del Proceso, para 

resolver la segunda instancia, por lo que dispuso la remisión del expediente al 

JUZGADO VEINTIDÓS CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, que sigue 

en turno, conforme lo establece el inciso 2° de la citada preceptiva. 

No obstante, este último ente judicial, propuso conflicto negativo de 

competencia, al estimar que su homólogo no había hecho uso de la prórroga a 

la que se refiere el inciso 5° de la norma en mención, ni había considerado 

aspectos que pudieron conllevar al incumplimiento del plazo legalmente 

concedido para resolveré la instancia, como lo ha señalado reiteradamente la 

jurisprudencia, por no ser suficiente la superación del término de manera 

objetiva, lo que le impedía asumir el conocimiento del asunto. 

 

Así las cosas, es esta Sala la competente para dirimir el presente conflicto, por 

cuanto involucra a dos despachos de igual especialidad (civil), idéntica 

categoría (circuito), pertenecientes al mismo distrito judicial (Medellín), siendo 

su superior funcional común el Tribunal Superior de Medellín Sala Civil (Art. 

139 C. G. del P.), lo que pasa a hacer en los siguientes términos:  

 

La apelación de la sentencia emitida en audiencia el 10 de marzo de 2021, por 

el JUZGADO VEINTINUEVE CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN, dentro 

del proceso ORDINARIO (Responsabilidad Civil Extracontractual), instaurado 

por la señora YURY MARCELA VÉLEZ GONZÁLEZ, en contra del señor 

GABRIEL ALEXIS RIVERA LÓPEZ y la COOPERATIVA MULTIACTIVA 
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DE TRANSPORTE COLECTIVO NORORIENTAL – TRANSCONOR, 

respecto de la cual el JUZGADO VEINTIUNO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN declaró su pérdida competencia, le fue repartida a este despacho 

el 24 de marzo de 2021 (13ACTA 2297 JDO 21 CCTO/01PrimeraInstancia) y 

recibida por el mismo, a través de correo electrónico en la misma fecha (12Hora 

llegada Demanda segunda/01PrimeraInstancia).  

 

Por tanto, considerando el término de los seis (6) meses contemplado en el 

precepto 121 del Código General del Proceso, para resolver la segunda 

instancia, de manera objetiva, tenemos que el mismo se venció el 24 de 

septiembre de 2021, esto es, que para la fecha en que el juez cognoscente 

declaró la pérdida de competencia (tres de diciembre de 2021), ya se había 

superado el plazo legalmente establecido en dicha preceptiva. 

 

Sin embargo, no fue este aspecto el citado por la Juez que propuso el conflicto 

negativo como fundamento para esta decisión, sino 1) El no uso de la prórroga 

que permite la misma disposición normativa y 2) La ausencia de examen de las 

circunstancias particulares que conllevaron al incumplimiento del término para 

la definición de la instancia, por lo que pasará a analizarse por esta Corporación: 

 

1) No uso de la prórroga del plazo. 

 

Al respecto, contempla el inciso 5° del artículo 121 del Código General del 

Proceso: 

 

“Excepcionalmente el juez o magistrado podrá prorrogar por una sola vez 

el término para resolver la instancia respectiva, hasta por seis (6) meses 
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más, con explicación de la necesidad de hacerlo, mediante auto que no 

admite recurso.” 

 

Una prórroga “es una extensión de un determinado plazo”, “continuación de 

algo por un tiempo determinado” o “alargamiento de un plazo o de la duración 

de algo”, lo que significa que solo es procedente prorrogar el plazo que no se 

ha vencido, para que una vez fenezca el inicial, éste se prolongue por el término 

referido; esto es, no podría hacerse con posterioridad a su espiración, por cuanto 

ya no habría continuidad en su contabilización. 

 

Por tanto, este argumento resulta inadmisible para el caso concreto, pues como 

viene de señalarse, el término otorgado legalmente para definir la segunda 

instancia, se superó sin que el Juez que al que se le había asignado dicho asunto 

hiciera uso de la prórroga, no siendo dable la prolongación del término varios 

meses después de haber fenecido el mismo. 

 

1) Ausencia de examen de las circunstancias particulares que 

conllevaron al incumplimiento del término para la definición de la 

instancia. 

 

Tal como lo expuso la Juez que planteó el conflicto, jurisprudencialmente ha 

sido reiterada la posición de no ceñirse de manera objetiva a la contabilización 

del término contemplado en el precepto 121 del Código General del Proceso, 

para efectos de determinar la pérdida de la competencia en un asunto, sino que 

además deben considerarse aspectos específicos y concretos de cada asunto, que 

hayan impedido en un determinado momento resolver la instancia dentro del 

plazo que se otorga para tal efecto, posición que ha sido acogida por este 

Despacho en múltiples providencias. 
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Es así, que para el caso sub examine, debe tenerse en cuenta que el Juzgado a 

quien le fue asignado por reparto el conocimiento de la apelación objeto de 

conflicto, fue uno de los creados para asumir la carga escritural con la que 

venían los diecisiete (17) despachos civiles del circuito de Medellín, en aras de 

la implementación del sistema oral, lo que generó una sobrecarga y congestión 

desmedida, máxime si se considera que la planta dispuesta para los nuevos entes 

judiciales, era inferior a la que se venían manejando normalmente los antiguos. 

 

Aunado a lo anterior, y tal como se explicó en las consideraciones, debió 

iniciarse el sistema oral de manera conjunta con el escritural, circunstancia que 

dificultó aún más la evacuación de los asuntos, sin que pudiera acatarse el plazo 

legalmente contemplado para estos efectos, el cual fue pensado bajo la óptica 

del ejercicio de un solo sistema, el de oralidad, que implicaba la evacuación 

previa de los asuntos escriturales. 

 

Tales situaciones conllevaron a un retardo progresivo en el impulso de los 

procesos que le fueron asignados a estos despachos judiciales y que se sumó 

posteriormente a los impases que se derivaron de la declaratoria de la 

emergencia sanitaria con ocasión del Covid-19; ya que durante algunos meses 

fue restringido el ingreso a la sedes judiciales, lo que impidió el trámite de los 

procesos ya repartidos y el represamiento de los que estaban por instaurarse; 

posteriormente, se permitió el ingreso, pero solo de algunos servidores y con el 

cumplimiento de ciertas restricciones, debiendo iniciarse para la continuación 

de la prestación del servicio, la digitalización de los expedientes a cargo de cada 

agencia judicial, con recursos humanos y materiales propios, pues no se 

garantizó por parte de la administración judicial, ni la contratación para tal 
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gestión, ni herramientas que pudieran ser aprovechadas por el personal del 

despacho, para agilizar dicho proceso. 

 

Igualmente, debe considerarse, que los contagios que se presentaron en la sede 

donde se encuentra ubicado el despacho, también generaron cierres temporales 

adicionales a los de otras sedes, y reducción en la planta de personal, ante el 

tiempo de aislamiento que se exigía luego de un contagio con el virus. 

 

Todo lo anterior, conllevó a que se redujera de manera considerable la 

evacuación de los asuntos, circunstancias de las muchas que aún no han sido 

superadas en su totalidad y que siguen afectando el normal desempeño de los 

despachos judiciales. 

 

Por tanto, estima esta Corporación que, solo examinando aspectos que son 

evidentes que afectaron de manera general a todos los entes judiciales, existen 

razones justificadas para no tener en cuenta el término objetivo que contempla 

el artículo 121 del Código General del Proceso, resultando por ende, 

improcedente la declaratoria de pérdida de competencia, eso sin considerar los 

específicos que pueden rodear al caso concreto, en cuanto a su complejidad, lo 

que no entró a examinarse, por resultar inocuo ante las circunstancias 

explicadas. 

 

Consecuente con lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín en Sala Unitaria 

de Decisión Civil,  

 

 

R E S U E L V E: 
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PRIMERO: DECLARAR competente para conocer de la demanda analizada 

al JUZGADO VEINTIUNO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, por las 

razones esbozadas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMÍTANSE las diligencias al citado Despacho Judicial, 

informando lo acá resuelto al JUZGADO VEINTIDÓS CIVIL DEL 

CIRCUITO DE MEDELLÍN, a quien se le enviará copia digital de la presente 

providencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

La Magistrada, 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 
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